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			Prefacio

			
			En septiembre de 2008, el Centro Mexicano de Derecho Ambiental (Cemda), organización de la sociedad civil, celebró su décimo quinto aniversario en la ciudad de México con la reunión de varios cientos de activistas, simpatizantes, políticos y servidores públicos. El primer orador fue Juan Elvira, jefe de la Secretaría de Medio Ambiente, Semarnat. La presencia de Elvira fue signo de lo lejos que habían llegado las políticas ambientales. Doce años antes, el Cemda había expuesto una denuncia sin precedentes sobre la incapacidad de México para respetar su propia ley ambiental que enfureció a la Semarnat. La secretaría rompió toda interacción con la incipiente OSC, tildándola de antimexicana. Doce años después, el Cemda ya era un pilar central de la gobernanza ambiental mexicana.

			Los líderes laborales mexicanos no cooptados sólo pueden soñar con el éxito que los ambientalistas habían alcanzado en 2008. Para ellos es difícil imaginar que el Secretario del Trabajo fuera un invitado de honor (o que aceptara una invitación) en una reunión de activistas laborales independientes. Mientras que las autoridades ambientales escuchan —a veces con gusto, de hecho— a los que al principio se consideraban como disidentes y revoltosos, tal escenario de colaboración no parece posible en materia laboral. Ahí, las instituciones corrompidas dan la sensación de que la política sigue siendo cuestión (parafraseando a Harold Lasswell) de quién roba qué, cuándo y cómo.



			Ésta es una historia de gobernanza en México. El 1 de enero de 1994 dos reflectores se prendieron simultáneamente, uno sobre las autoridades ambientales mexicanas, el otro sobre sus autoridades laborales. Los reflectores (que también brillaron sobre Canadá y Estados Unidos) vinieron de los acuerdos ambiental y laboral que acompañaron al TLCAN. Los llamados acuerdos paralelos —con sus exigencias para respetar el Estado de derecho— constituyen un experimento natural porque son muy similares en muchos aspectos. Ofrecen una oportunidad valiosa para comparar sus respectivos efectos en dos sectores diferentes, cada uno con su constelación propia de entidades e intereses internos. Esta comparación nos lleva más allá de los estudios de gobernanza tradicionales en Relaciones Internacionales y hasta el corazón mismo de las entidades nacionales. La mayoría de los estudios toma al Estado como unidad, sacudido por las demandas de organizaciones globales y redes de activistas. Aquí obtenemos un PAN  orama mucho más claro de lo que funciona y de lo que no, de cómo los incentivos externos pueden acarrear mejoras en la gobernanza.

			En todo el mundo, los países en desarrollo se están percatando de que los regímenes transnacionales a los que se unen —sin importar su propósito original— aumentan la presión en sus sistemas de regulación, gobernanza y normas. Los acuerdos comerciales y de inversión influyen en los estándares regulatorios (como el ambiental, de seguridad, laboral y de consumo), en las formas de gobernanza (responsabilidad, transparencia, participación, Estado de derecho), y en las normas de comportamiento (sobre derechos individuales y de grupo, por ejemplo). Pero las presiones de origen externo no siempre se transmiten formalmente a través de organizaciones internacionales, acuerdos de integración transnacional o Estados socios. Pueden percibirse también de manera informal, a través de redes transnacionales de defensa y presión bilateral o multilateral ad hoc.

			¿Cómo son recibidas exactamente tales presiones por los organismos del país meta? ¿Por qué algunos organismos en cierto Estado aceptan que se deben cambiar los procedimientos anticuados antes que otros organismos del mismo Estado? Comienzo este proyecto enfocándome en el Estado de derecho porque los acuerdos paralelos del TLCAN especifican que los Estados miembro deben ejecutar sus propias leyes y porque ésa era la lógica original de los acuerdos. Pero pronto me percaté de que el PAN  orama era más complicado y, como sucede con muchos libros, el final es distinto a lo que imaginé al principio. Fue complicado porque tanto el cumplimiento como la ejecución de la ley revelaron buenas y (bastante) malas noticias. En muchos casos, el cumplimiento siguió siendo precario, la corrupción rampante y los funcionarios dieron prioridad al desarrollo frente al Estado de derecho. Pero también fue complicado porque resultó que el Estado de derecho es cuestión tanto de actitudes como de resultados. Las actitudes empezaron a cambiar en las entidades ambientales federales; pero mucho menos en las laborales.

			Y los resultados no nada más fueron importantes para el Estado de derecho, sino también para las políticas, instituciones, procedimientos y prácticas. Algo nuevo estaba sucediendo. México, espoleado en buena medida por los acuerdos paralelos del TLCAN, estaba fortaleciendo la evaluación de impacto y la autorización de procesos, además de mejorar los derechos de los trabajadores. Se pusieron en marcha nuevas leyes. Se consultaron intereses adversos, no cooptados. Las reuniones públicas crearon nuevas oportunidades para la participación ciudadana. En algunos casos, las mismas instituciones estaban cambiando. Se disparó la comunicación con funcionarios de entidades en Estados Unidos (y Canadá, en menor medida). Se formó a los funcionarios en nuevos procedimientos. En suma, se fortalecieron la capacidad y la supervisión. Es cierto, en muchos casos estos cambios estuvieron estratégicamente diseñados para satisfacer a los “auditores” externos y a eso se limitaron. Y no todo cambio estuvo inspirado por el TLCAN. Los tribunales y las entidades nacionales independientes también hicieron su parte. Pero había comenzado un proceso de cambio real —un acuerdo regional diseñado para liberalizar el comercio ahora tenía otro efecto, esta vez sobre la gobernanza.

			El punto clave de la historia es el fortalecimiento de la sociedad civil. De una fuerte preferencia por intereses cooptados, sumisos, las entidades ambientales federales ahora acogen voces disidentes. Contratan profesionales de OSC para cubrir posiciones de la administración pública, y conducen a grupos de la sociedad civil hacia discusiones más amplias sobre la gobernanza ambiental. Por su parte, las OSC ambientales han aprendido a participar en el sistema: hacen menos peticiones irrealizables y no toman las calles cuando no obtienen todo lo que quieren. Tienen grados avanzados en derecho, ciencias y administración. Se han vuelto profesionales. 

			También entre los intereses laborales se elevó la capacidad debido a que sindicatos independientes (no cooptados), organizaciones de investigación, abogados y OSC crearon lazos con grupos de ideas afines en Estados Unidos y Canadá, hicieron denuncias en conjunto bajo el marco del acuerdo laboral paralelo y forjaron nuevos compromisos, nueva experiencia y nuevas oportunidades. Pero las entidades laborales y las confederaciones sindicales tradicionales siguen resistiéndose a la incursión de sindicatos independientes y de activistas. El sector laboral padece un triángulo de hierro1 formado por intereses monetarios y burócratas. Muchos tienen poco conocimiento de las leyes laborales, menos interés en el debido proceso y cuentas bancarias gordas. No sorprende que el proceso de justicia esté regularmente pervertido. 

			Este proyecto fue entonces un proceso de descubrimiento. Me di cuenta de que algunos aspectos de las instituciones del TLCAN y algunas características particulares de las políticas nacionales eran más propicios para mejorar la gobernanza. Me percaté de que la Comisión para la Cooperación Ambiental, la institución ambiental trinacional del TLCAN, era relativamente independiente del control de los Estados miembro, tenía poder para revisar y reportar, incluía a grupos de la sociedad civil directamente en su estructura institucional y les daba capacidad de asesoría. Esta institución estaba mejor equipada para ejercer presiones en favor del Estado de derecho y la buena gobernanza sobre México. De forma similar, ahí en donde los funcionarios de las entidades nacionales y OSC estaban preparados para mantener altos estándares profesionales, la gobernanza era mejor. Las OSC nacionales fueron cruciales para mejorar la gobernanza porque tienen comunicación directa con las instituciones trilaterales y las entidades nacionales, levantan banderas rojas cuando las cosas salen mal y participan en la toma de decisiones y en la determinación de la agenda en ambos niveles. Fueron los tejidos de la buena gobernanza.

			Al hacer estos descubrimientos quedé en deuda con una multitud de individuos y organizaciones; varias docenas de entrevistados que cedieron su tiempo generosamente. Ellos provienen de las instituciones regionales trilaterales (la Comisión para la Coopera­ción Ambiental y la Comisión para la Cooperación Laboral), la Comi­sión (bilateral) de Cooperación Ecológica Fronteriza, entidades federales mexicanas y estadounidenses, entidades estatales mexicanas y grupos de la sociedad civil de los sectores ambiental y laboral tanto en México como en Estados Unidos. La mayoría habló abiertamente y ningún problema, falla o fracaso institucional fue lo suficientemente áspero como para discutirlo con gran ardor. Para mi buena fortuna, muchos de ellos aceptaron más de una entrevista —ninguno más que Gustavo Alanís, presidente del Cemda.

			Estoy muy agradecido por haber obtenido una posición como académico visitante en el Instituto Tecnológico Autónomo de México (ITAM) en el verano de 2008. Desde las conversaciones con Jim Robinson y Érika Ruiz, la asistencia de investigación de Úrsula Ramírez, hasta la hospitalidad general y las alentadoras sesiones de preguntas con Andrea Herrera, el ITAM me apoyó en muchos sentidos. Me quito el sombrero ante un grupo de verdaderos profesionales. Mis colegas de la Universidad de Edimburgo oyeron varias versiones de esta investigación a través de los años e hicieron comentarios valiosos. Señalaré especialmente a Iain Hardie, David Howarth y Moritz Liebe por la cuidadosa lectura —y los comentarios inquisitivos— de los argumentos clave del libro.

			A veces lo pequeño es mejor, y las pequeñas pero efectivas aportaciones de la Royal Society of Edinburgh, el Carnegie Endowment y la Universidad de Edimburgo hicieron posible el campo de estudio. Gracias a ellos. Otras veces, lo más grande es mejor, y uno de los nombres más grandes en esta empresa es Stanford University Press quien publicó la versión en inglés de este libro. Realmente me siento muy afortunado por contarme dentro de sus autores. El manuscrito fue revisado a conciencia y de manera positiva por dos lectoras, y sus comentarios fortalecieron considerablemente mis argumentos. Stacy Wagner y Jessica Walsh, de Stanford, fueron extremadamente comprensivas y positivas, sacaron lo mejor de mi manuscrito y me presionaron para mejorarlo. Mi profundo agra­decimiento para ellas. Por todo el trabajo relacionado con la tra­ducción, quisiera agradecer al Comité Editorial del  CIDE, a su se­cretaria técnica, Natalia Cervantes, y a la traductora Ana Inés Fernández Ayala. Tanya Almanzar leyó la versión española del texto e hizo varios comentarios que han mejorado este libro. Gracias Tanya.

			Finalmente, los descubrimientos más importantes llegan desde dentro, y así, mis agradecimientos y amor son para cuatro personas muy especiales: a mi hijo e hijas, Harry, Bonnie y Lila, y a mi esposa, Leticia, quien me abrió las puertas de un país sorprendente.

			 


			
				
					1En español en el original. (N. de la T.).
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			Capítulo I

			Una historia de dos acuerdos paralelos

			
			El 4 de octubre de 1992 el candidato presidencial Bill Clinton dio un discurso en la Universidad Estatal de Carolina del Norte en el que tomó posición en favor del recién negociado Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN).1 Pero lo puso en un dilema. Por un lado, llamó a los estadounidenses a aceptar la economía global y una integración económica más profunda. Por supuesto, gran parte de la estrategia de su campaña estaba enfocada en la economía —incluso, en el momento en que hablaba, un anuncio hoy famoso colgaba en el muro de su oficina central de campaña en Little Rock que decía (en parte): “Es la economía, estúpido”. La contienda electoral se dio en el contexto de una recesión y la política económica era la principal arma de Clinton.

			Por otro lado, Clinton también hizo referencia directa a los estándares ambientales y laborales que se violaban en México y al hecho de que el tratado negociado por el presidente George H. W. Bush no hiciera nada para abordar estos problemas. Prometió crear instituciones suplementarias para garantizar la observancia de los estándares e impulsar las capacidades para que se desarrollaran a través de actividades de cooperación entre los socios. Una vez elegido, Clinton cumplió su promesa y estableció dos “acuerdos paralelos”, el Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte (ACAAN) y el Acuerdo de Cooperación Laboral de América del Norte (ACLAN). Se firmaron en septiembre de 1993 a pesar de la irritación de los gobiernos canadiense y mexicano, quienes pensaban que ya habían llegado a un trato y no estaban de acuerdo en cargar con los costos de las promesas de campaña de Clinton.



			Este libro analiza lo que pasó después. Examina el impacto de los acuerdos paralelos del TLCAN en la gobernanza mexicana y en las condiciones bajo las cuales se ha adoptado una norma pro Estado de derecho entre las autoridades ambientales y laborales. Los acuerdos paralelos requieren Estados miembro que defiendan y ejecuten sus leyes laborales y ambientales. Fue bien sabido (aunque nunca se codificó en los acuerdos paralelos) que era México en particular el que tenía problemas con la ejecución de leyes y el que podía gozar de una ventaja de comercio desleal al no lograr aplicar sus propias leyes y estándares regulatorios. Bajo los nuevos acuerdos paralelos, México ya no podía hacerse de la vista gorda frente al desacato de sus propias reglas.

			Empezamos con un rompecabezas. El escrutinio externo (a través de los acuerdos paralelos del TLCAN) y la supervisión interna (a través de tribunales fortalecidos y libertad de información) produjeron presiones equivalentes tanto en el sector ambiental como en el laboral. Pero las normas pro Estado de derecho se han internalizado en mayor medida en las entidades ambientales mexicanas que en las laborales. Dado que estuvieron sujetas a las mismas presiones, ¿por qué no se adaptaron en la misma proporción?

			Muchos analistas del Estado de derecho toman al Estado como unidad de análisis, lo cual significa que el cambio ocurre en el Estado como un todo y no sólo en ciertas partes del mismo, como los ministerios sectoriales. No se toma en cuenta ninguna variación intraestatal en el análisis del Estado de derecho. Por ejemplo, teóricos en Relaciones Internacionales (RI) afirman que las variaciones en los “mecanismos de socialización” externos (como la persuasión y el descrédito) son responsables de variaciones en la proporción en que los actores internos asimilan ideas sobre derechos y gobernanza (Checkel, 2001, 2005; Johnston, 2001). Los economistas sostienen que sólo los Estados con sistemas de igualdad de largo plazo y ausencia de abusos de autoridad mantendrán el Estado de derecho (Weingast, 2009).

			Las similitudes entre los casos ambiental y laboral permiten controlar un buen número de variables potencialmente importantes. Así, nosotros tenemos un experimento natural excelente que nos permite sacar conclusiones mucho más precisas sobre las causas de los cambios de actitud frente al Estado de derecho en Estados en desarrollo, y también sobre el papel de los tratados regionales. Es importante no perder la oportunidad de comparar estos casos. Los estudios multiestatales más generales sobre cambios de norma (Risse y Sikkink, 1999) y los análisis empíricos sobre el Estado de derecho (World Justice Project, 2011; Kaufmann et al., 2009; United States Institute of Peace, 2011) que usan al Estado como unidad de análisis, no pueden ofrecer este matiz.

			Tengo dos objetivos globales en este libro. El primero es examinar los efectos de la creación de capacidades y del desarrollo institucional de los acuerdos paralelos del TLCAN. No existe un tratamiento exhaustivo de la creación de capacidades y el desarrollo institucional, aunque es un propósito importante. De hecho, la mayoría de los reportes concluye que las instituciones creadas por el TLCAN para supervisar la ejecución de las reglas ambientales y laborales no han logrado satisfacer las expectativas (Hufbauer y Schott, 2005). Desde la perspectiva de las políticas, es importante entender de qué forma afecta el diseño de las instituciones regionales en el desarrollo institucional y la creación de capacidades, dado el crecimiento de los acuerdos comerciales regionales y la inclusión de países emergentes y en desarrollo en dichos acuerdos.2 

			El segundo es un objetivo teórico. Busco contribuir a una comprensión más general sobre cómo influyeron las diferencias en el diseño institucional (de los acuerdos paralelos) y las diferencias entre capacidades internas (entre los sectores laboral y ambiental) en la socialización normativa. Mi argumento es que los factores relevantes en el diseño y las capacidades son, primero, la independencia de las instituciones de los acuerdos paralelos frente al control nacional y el punto hasta donde éstas permiten el acceso ciudadano y, segundo, los niveles de profesionalización y capacidad técnica de la burocracia y los actores de la sociedad civil internos. La profesionalización se modifica según el nivel de movilidad de los actores a través de las fronteras profesionales (especialmente de la sociedad civil hacia posiciones ministeriales), la permeabilidad de las instituciones internas, el liderazgo dentro de las burocracias y el grado de politización de las posiciones de la administración pública.

			Las lecciones sobre política más importantes de este estudio son que los acuerdos regionales que buscan mejorar las normas de buena gobernanza en los Estados en desarrollo necesitan incorporar 1) mecanismos de quejas ciudadanas, 2) oportunidades para las autori­dades regionales independientes de crear expedientes de hechos públicos que resalten las transgresiones, 3) medios para que la sociedad civil pueda influir en la agenda de trabajo de las instituciones regionales, y 4) recursos para la creación de capacidades para autoridades internas y grupos de la sociedad civil.

			Las autoridades internas deben fomentar 1) instituciones paralelas a nivel nacional, tales como autoridades encargadas de la transparencia y judicaturas independientes que refuercen las presiones normativas externas; 2) programas de educación y formación para actores de la sociedad civil y la burocracia; 3) oportunidades de movilidad hacia el interior de la burocracia para el personal capacitado de las organizaciones de la sociedad civil (OSC); y 4) carreras más seguras (despolitizadas) para altos funcionarios públicos con el fin de retener la capacidad técnica dentro del gobierno. Instituciones extraestatales con poderes de supervisión y de relativo bajo costo, la capacidad de comunicación directa con las OSC internas y el poder para reportar con independencia pueden ser elementos sorprendentemente efectivos para impulsar las presiones normativas en los gobiernos.

			El estudio revela que aunque haya habido cambios en ambas áreas, la gobernanza ambiental ha mejorado más que la laboral. Las normas del Estado de derecho son aceptadas más ampliamente y la capacidad técnica entre la sociedad civil y los funcionarios de gobierno se ha fortalecido. México se ha servido del acuerdo paralelo ambiental para mejorar las instituciones federales, elevar el nivel de la calidad de la información ambiental, estimular a la sociedad civil y desarrollar la frontera. La burocracia ambiental mexicana ahora piensa diferente sobre sus propias reglas ambientales. En el sector laboral, confederaciones sindicales con conexiones gubernamentales han controlado la sindicalización durante décadas y han reprimido los derechos de los trabajadores, restringiendo los efectos de la socialización normativa del acuerdo paralelo laboral. Aunque algunos sindicatos independientes, OSC laborales, abogados y activistas han tratado de usar el acuerdo paralelo del TLCAN para traer el Estado de derecho a la práctica laboral mexicana, la trayectoria negativa de prolongada corrupción y las estructuras que niegan opor­tunidades evitan que la relativamente débil fuerza externa pueda ejercer suficiente presión para abrir las puertas a la adaptación.

			Estos aspectos son críticos para el desarrollo y la democrati­zación. Los mercados transnacionales suscitan presiones cada vez mayores para estandarizar normas y reglas (Bruszt y McDermott, 2012). Los acuerdos comerciales formalizan las presiones para el cumplimiento. Se han concluido nuevos acuerdos comerciales (tanto por parte de Estados Unidos como de otros Estados desarrollados) que contienen previsiones extracomerciales sobre medio ambiente, trabajo y otros estándares regulatorios. Los Estados en desarrollo resienten intensamente tales presiones, cuya capacidad para cumplir puede verse severamente limitada. Para la tarea del desarrollo y la democratización es esencial entender cuál es la mejor forma de fortalecer la capacidad local y promover el comportamiento pronomativo.

			La creación de capacidades, el desarrollo institucional y las normas de buena gobernanza importan no sólo porque ayudan a ni­velar el terreno de juego del comercio, sino también porque forta­lecen las políticas internas. En otros estudios se ha demostrado que las burocracias fuertes y capaces mejoran los resultados económicos (Goldsmith, 1999; Evans y Rauch, 1999); ayudan al Estado a combatir la corrupción o el ejercicio arbitrario del poder en nombre de intereses poderosos, y también sobreviven a prioridades políticas cambiantes. Cuando se alteran las políticas públicas, se recortan los presupuestos o se destituye de su trabajo a los líderes, serán más sanas las burocracias que saben cómo aplicar las reglas de manera justa y tomar decisiones basadas en los procedimientos aceptados. Los políticos tendrán menos capacidad de forzarlas a aplicar reglas de manera inequitativa o arbitraria. Actitudes pro Estado de derecho implican que los responsables de ejecutar las reglas las tomen como dadas y necesarias. Ejecutan las reglas incluso cuando nadie está viendo —esto es, cuando los responsables del escrutinio del comportamiento público no están observando. A la inversa, un Estado de derecho débil socava la inversión y el crecimiento, exacerba los problemas de pobreza y seguridad, y erosiona la partici­pación y la confianza públicas. El Estado de derecho es clave para el éxito económico, la cohesión social y la legitimidad (World Justice Project, 2011; Americas Society and Council of the Americas, 2007).

			Este libro va más allá de un simple ejercicio de justificación de los recursos dedicados a ejecutar la ley y en su lugar observa si es que se ha arraigado una cultura de Estado de derecho, y de qué forma lo ha hecho. México claramente tiene un largo camino que recorrer. A pesar de algunas mejorías en las instituciones del Estado, todavía hace falta crear una cultura que apoye el Estado de derecho. Sin inclusión, participación, transparencia, consenso y un sentido de propiedad común, el Estado de derecho no puede echar raíces (United States Institute of Peace, 2011; Finn, 2004; Stromseth, 2008, 2009). Se necesita una cultura de confianza pública y seguridad en las instituciones formales.

			Tristemente, México sigue padeciendo una criminalidad generalizada y debilidad en el sistema de justicia, en donde la policía, los procuradores, los jueces, los abogados y el ejército pueden no tener ni profesionalismo ni buena formación ni salarios adecuados (Cornelius y Shirk, 2007). De hecho, es posible que la militarización de la lucha contra el crimen haya debilitado otras instituciones, como la policía. Un estudio reciente demostró que tener derechos de propiedad débiles e incertidumbre sobre la confiscación arbitraria conlleva bajos niveles de inversión en actividades productivas por parte de los individuos, además, que México necesita judicaturas y burocracias independientes, eficientes y capacitadas, mecanismos de supervisión como los ombudsman y elecciones competitivas mediante las cuales se pueda responsabilizar a los líderes políticos (Haber et al., 2008).

			 

			Regionalismo y cambio político interno

			 

			Tanto las influencias externas como los factores internos influyen en la forma en que los Estados hacen la transición del autoritarismo a la democracia. Los vínculos externos preexistentes (como lazos con Occidente) pueden afectar la forma en que los regímenes manejan la transición (Levitsky y Way, 2010). El papel de los defensores externos y las organizaciones internacionales también puede influir (Keck y Sikkink, 1998; Checkel, 2005). Asimismo, las prácticas internas de larga duración a veces tardan en cambiar, incluso bajo presión de fuera. Las relaciones rígidas, politizadas y basadas en ventajas particulares a menudo obstruyen la reforma y la apertura.

			Los acuerdos regionales son importantes fuentes de presión externa. Pueden ayudar a fomentar los cambios internos. Son herramientas clave para el desarrollo.3 Sin embargo, tenemos un conocimiento limitado sobre la forma en que el regionalismo promueve el desarrollo, especialmente fuera de la Unión Europea (UE). La UE ha ayudado a sus miembros y regiones rezagados a convergir hacia los niveles económicos de sus miembros más ricos, y con tal propósito distribuye financiamiento a través de fondos estructurales. Esto contrasta con el TLCAN, en donde se asume una garantía de acceso al mercado para crear una máquina de crecimiento económico y desarrollo suficiente. No hay transferencias de recursos a gran escala ni exigencias para adoptar un acquis communautaire o para asegurar estándares democráticos ni de derechos humanos. La UE es una “región de bienestar”, y el TLCAN es una “región comercial” (para utilizar el léxico de la economía política comparada), y de igual forma difieren los medios que cada una utiliza para promover el desarrollo de sus miembros más pobres. Desafortunadamente, sin embargo, sabemos muy poco sobre cómo la región comercial alcanza sus objetivos de desarrollo, dejándonos sin bases para la comparación con otras regiones.

			Como mucha de la oposición estadounidense se basó en la idea de que el libre comercio causaría una carrera en picada de exter­nalidades, el TLCAN es el primer acuerdo que vincula la apertura comercial con asuntos ambientales y laborales. Los oponentes asumieron que el acuerdo fomentaría que las industrias fuertemente contaminantes migraran a México, en donde no había recursos para ejecutar sus propias regulaciones ni la voluntad para elevar los estándares (COHA, 2007). La competencia con China socavaría la voluntad para aprobar y ejecutar controles ambientales Åestrictos. Se creyó que los efectos negativos del TLCAN se exacerbarían mediante una disposición de derechos de los inversionistas que les prohibiría a las autoridades subnacionales de cualquier Estado miembro crear nuevas barreras a la inversión, ya fueran ambientales o de otro tipo. 

			Un contrargumento afirmaba que el libre comercio traería beneficios ambientales porque el aumento de la productividad en sectores que compiten en importaciones crea ganancias en eficiencia y ahorro de recursos, reducciones en subsidios y otras prácticas de derroche, así como transferencias en tecnología para prevenir la contaminación (Galindo, 2000: 186; Deere y Esty, 2002: 3-4). Según un estudio, los sectores más contaminantes eran también los más protegidos, además —decía— abrir los sectores a la competencia ayudaría a reducir la contaminación (Galindo, 2000: 186). Asimismo, el crecimiento económico puede conducir a que se destinen más recursos a la protección ambiental.

			Sin embargo, estudios empíricos sobre el efecto del TLCAN en el medio ambiente en México han arrojado resultados mixtos (cf. Gallagher, 2004; Husted y Logsdon, 1997). Los estudios usan diferentes metodologías, se aplicaron en diferentes tipos de cuestiones ambientales y condujeron a resultados ampliamente variables (Deere y Esty, 2002: 12). Husted y Logsdon (1997) examinaron los tres periodos inmediatos en torno a la entrada en vigor del TLCAN (antes de 1990, entre 1990 y 1993, y después de 1993) para determinar si aumentaron las políticas ambientales y los estándares regulatorios, si se fortaleció su ejecución, si cambiaron los estándares de comportamiento entre empresas, y si hubo cambios significativos en los resultados ambientales. Al terminar el periodo se encontraron con un fortalecimiento institucional y un incremento de presupuestos en México.

			Aun así, Gallagher encontró que los resultados ambientales empeoraron ponderablemente después de que el TLCAN se pusiera en marcha, sobre todo porque ni el gobierno mexicano ni el estadounidense comprometieron recursos para atacar los problemas ambientales (Gallagher, 2004: 2). El cumplimiento y la ejecución siguieron siendo un problema, y después de 1993 (cuando el TLCAN entró en vigor) tanto el gasto real como las inspecciones ambientales a nivel de planta cayeron significativamente (Gallagher, 2004: 9). Comparado con otros países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), México gasta un tercio en medio ambiente, tomando en cuenta el producto interno bruto (PIB) (Gallagher, 2004: 71). Otras evaluaciones se enfocan sólo en el cumplimiento del gobierno y en las obligaciones del tratado (Deere y Esty, 2002: 11). Por ejemplo, Delgado et al. (2006) revisaron la ley ambiental mexicana y los niveles de contaminación, así como la información sobre las responsabilidades institucionales de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat). Pero no se preguntan por el efecto que ha tenido el ACAAN sobre la capacidad de México para resolver problemas ambientales ni sobre las actitudes entre los servidores públicos.

			Asimismo, en la parte laboral también hay visiones mixtas. Los oponentes afirman que los acuerdos de libre comercio deprimen los salarios y los estándares de los países desarrollados. Aunque los economistas dibujan una imagen mixta, el imaginario popular se alimenta de la idea de que la producción de bajo valor o intensiva en mano de obra va a migrar desde Estados Unidos y Canadá hacia México, en donde hay pocos incentivos para elevar los estándares o enrolarse en reformas que aumenten los costos de producción (Gallagher y Wise, 2009). Los estudios confirman la sospecha de que la desigualdad en México creció después del TLCAN. Las plantas manufactureras ofrecieron trabajo temporal con pocas protecciones y el sector agrícola padeció altos niveles de competencia de importaciones por parte de exportadores estadounidenses con subsidios muy elevados (AFL-CIO, 2008: 137ff.; Polaski, 2003).

			Además, muchos consideran que el ACLAN es virtualmente inútil porque no ha conducido a mejoras materiales en las vidas de los trabajadores mexicanos ni corregido los abusos en el terreno (Alcalde, 2006; Bouzas, 2006; Bensusán, 1999 y 2006b). Otros señalan cambios, limitados pero detectables, en la práctica dentro de la secretaría federal del trabajo (STPS) y otras compañías con una base ad hoc, la (ligera) mejoría en el diálogo entre el gobierno y los sindicatos independientes, los programas de creación de capacidades establecidos entre la STPS y el Departamento del Trabajo de Estados Unidos, y especialmente la mejora en las relaciones entre sindicatos mexicanos independientes y fuerza laboral organizada en Estados Unidos y Canadá (Nolan, 2009; Compa, 2001; Teague, 2002).

			Como el TLCAN, la UE ejerce presiones de adaptación sobre los Estados miembro. Les exige cumplir con el acquis communautaire, con el cuerpo de leyes acumuladas de la UE, así como ser democracias funcionales (entre otras cosas). Pero las instituciones de la UE son mucho más poderosas y tienen una historia más larga. Las presiones de adaptación emanan del nivel legislativo de la UE, respaldado por cortes supranacionales. Aunque los académicos han pasado varios años estudiando los procesos de adaptación en la UE, apenas empiezan a aplicar esa energía en otras regiones.4 Como el TLCAN carece de instrumentos legislativos, los requisitos se negociaron al inicio. Es un acuerdo intergubernamental y ofrece un margen mucho mayor para la autonomía nacional. Su propósito (en los acuerdos paralelos) es simplemente asegurar que las leyes laborales y ambientales determinadas internamente sean ejecutadas, aunque también hay disposiciones para transferir mejores prácticas y creación de capacidades. Eso hace que el TLCAN sea un motor de cambio interno menor que la UE.

			Incluso a pesar de las amplias diferencias, la lógica de acción en el TLCAN es la misma que en la UE —acuerdos de integración regional creíbles entre Estados conllevan a presiones de adaptación a nivel nacional (Bruszt y McDermott, 2012). En ambos, los Estados en desarrollo están bajo presión para ceñirse a las reglas que se originan en un centro más desarrollado y poderoso. Las presiones varían, y los acuerdos regionales pueden simplemente estar entre muchos otros motores de cambio.5 En la UE, los académicos han mostrado que aunque la presión para la adaptación interna venga de las organizaciones regionales, el grado de aceptación de la adaptación (y la habilidad e inclinación para impulsarla) varía según las instituciones e intereses a nivel nacional, dependiendo del sector y del poder de los intereses organizados (Börzel y Risse, 2003).6 Instituciones y políticas internas pueden resistirse a las presiones transformadoras: “Las señales europeas se interpretan y modifican a través de tradiciones internas, instituciones, identidades y recursos, de forma que se limita el grado de convergencia y armonización” (Olsen, 2002: 936; véase también Schmidt, 2002; Green Cowles et al., 2001: 6-9; Knill, 2001). 

			Aunque el TLCAN no tenga disposiciones como las de los criterios de Copenhague de la UE, ni requisitos explícitos de adaptación para instituciones o políticas, como la UE, sí tiene una fuente de legitimidad externa para los líderes nacionales que buscan reformar y modernizar. De hecho, el TLCAN es visto como parte de una estrategia de reforma más amplia en México, que empezó con el fracaso del modelo de sustitución de importaciones a raíz de la crisis de la deuda de 1982. En otras palabras, el TLCAN se puede entender como efecto más que como causa (Domínguez, 2004: 380). No obstante, ha restringido las opciones de políticas para los gobiernos sucesivos (Denise Dresser, citada en Fox, 2004: 258). En la medida en que trajo cambios subsecuentes inesperados y no bien recibidos, vale la pena hacer un examen minucioso. Para entender mejor los efectos de los compromisos regionales (así como para entender qué es lo que funciona), necesitamos aislar el efecto del TLCAN y determinar qué tan relevante e importante es para el cambio interno.

			 

			Definiciones

			 

			Aclaremos algunos de los conceptos que se utilizan en este estudio. Uso el término organizaciones regionales para referirme a los acuerdos comerciales (como el TLCAN), así como para organizaciones más amplias (como la UE). Uso el término instituciones regionales (IR), para referirme a las disposiciones trilaterales formales sobre los acuerdos paralelos establecidas para vigilar el cumplimiento. La creación de capacidades connota una gama de habilidades tanto en la burocracia como en la sociedad civil, incluyendo mayores niveles de procesamiento de información, aceptación de técnicas reconocidas para solucionar problemas y mejor comunicación, y puede estrechar las visiones que burocracias y grupos de OSC tienen del mundo.7 La profesionalización (otro concepto importante en este estudio) puede derivarse de la creación de capacidades. Se refiere tanto a la pericia técnica (conocer las reglas y la forma de operar de los procedimientos legales) como a la habilidad y disposición de los individuos de aplicar las reglas de forma equitativa y no arbitraria.

			Cambio de actitud significa que las entidades ya internalizaron (o socializaron) una norma pro Estado de derecho. Los actores están inmersos en las “normas y reglas de una determinada comunidad” (Checkel, 2005: 804).8 Aplicado a la norma del Estado de derecho, significa que los funcionarios creen en una aplicación no arbitraria de la ley. Se respeta el debido proceso, las apelaciones son posibles y los procedimientos legales se cumplen. La socialización pro Estado de derecho no significa que la ejecución de la ley sea perfecta, pero el cambio de actitud es un signo temprano de que las autoridades están avanzando hacia la gobernanza. Como veremos en los dos capítulos siguientes, cuando los problemas se destaparon a través de denuncias e investigaciones, las entidades ambientales comúnmente ofrecieron explicaciones y planes para mejorar, signo de que estaban empezando a tomarse en serio el compromiso de respetar el Estado de derecho (Risse y Sikkink, 1999). Las entidades laborales negaron la existencia de problemas y acusaron a los investigadores de interferir en la soberanía nacional.

			¿A qué nos referimos con Estado de derecho? El Estado de derecho —un concepto huidizo— se ha definido como responsabilidad pública, claridad legal, justicia en términos de la creación y ejecución de leyes, y una administración de justicia abierta e imparcial (World Justice Project, 2011). Una investigación auspiciada por el Banco Mundial señala al Estado de derecho como uno de los seis indicadores de gobernabilidad (separándolo de factores como la corrupción, que en otros estudios forma parte de la definición de Estado de derecho); los otros son voz y rendición de cuentas, estabilidad política y ausencia de violencia, efectividad gubernamental, calidad regulatoria y control de la corrupción (Kaufmann et al., 2009). Una perspectiva legal sostiene que el Estado de derecho denota “un compromiso con el proceso de justificación pública” —responsabilizando así a las autoridades públicas (Finn, 2004: 13). Para propósitos de este estudio, mi preocupación radica en las actitudes frente a la observancia de la ley interna existente. Una actitud pro Estado de derecho respeta las normas y estándares legales existentes, a pesar de las presiones políticas para permitir que se burle la ley o que se salten pasos en los procesos.

			Algunas condiciones que voy a apuntar vuelven más probable que las normas del Estado de derecho suplanten a las normas contraproducentes, principalmente en materia de soberanía y desarrollo. Una norma prosoberanía puede actuar en contra de la adopción del Estado de derecho cuando a este último se le percibe como una imposición por parte de fuerzas externas. Una norma prodesarrollo también puede inhibir la adopción del Estado de derecho porque pueden llevarse a cabo proyectos turísticos, manufactureros, etc., que incurran en daños ambientales significativos o resulten en violaciones a las protecciones legales de los trabajadores. Ignorar la protección legal de los trabajadores y las regulaciones ambientales reduce costos y promueve actividades de negocios y empleo. Por lo tanto, una lógica de Estado de derecho en el sector ambiental implica que las salvaguardias legales sean respetadas en términos de evaluaciones de impacto ambiental profundas, reportes claros y respeto a los resultados. En el sector laboral, una lógica de Estado de derecho implica que se respeten las exigencias legales en derechos laborales, tales como permitir la formación de sindicatos independientes y la negociación colectiva. Una lógica de desarrollo implica maximizar el crecimiento a través del desarrollo, y así proveer empleos; implica ignorar la regulación ambiental y los derechos laborales, pero eso se considera menos dañino que un desarrollo insuficiente.9

			 

			Un marco para entender el cambio de actitud frente al Estado de derecho

			 

			Los Estados son bombardeados con información todos los días, incluyendo estudios técnicos, científicos y sobre las técnicas más adecuadas. Atraviesan procesos sociales mediante los que reciben esta información —ya sea en escenarios despolitizados, técnicos, o en terrenos más públicos en donde se puede comparar su compor­tamiento con la normativa ideal y evaluarlos en consecuencia. El proceso puede ser de bajo perfil y técnico, o politizado y de alto perfil. Los agentes que ejercen la presión pueden ser redes de activistas, organizaciones internacionales, Estados, o alguna combinación de éstos. Pero cuando tales presiones externas alcanzan a rozar al Estado, suceden cosas diferentes. No se dan resultados uniformes a través de todas las entidades del Estado. Al contrario, hay variaciones no sólo en el tipo de presiones que enfrenta el Estado desde fuera, las cuales estudian académicos en RI, sino también en la capacidad de adaptación del Estado. La socialización en favor del Estado de derecho se da en magnitudes diferentes.

			Por lo tanto, nuestra comprensión en el campo de las IRs sobre la forma en que los actores externos fomentan la socialización normativa es incompleta. Necesitamos además fijarnos en la variación de las capacidades de los individuos y de las instituciones internas. Tanto los servidores públicos del sector laboral como los del ambiental tienen un alto nivel de contacto directo y tecnocrático con sus contrapartes ministeriales en los otros Estados miembros del TLCAN, vía correo electrónico y telefónica. Reciben numerosos estudios técnicos y participan en innumerables reuniones. Han sido sujetos de informes públicos periódicos que resaltan sus errores en políticas y en ejecución. Ambos sectores ya enfrentaban presiones para reformarse, no sólo dentro de México sino también por parte de organizaciones externas.10

			En México, ni la burocracia laboral ni la ambiental carecían de información —sabían perfectamente lo que se esperaba de ellas y en qué aspectos no satisfacían los estándares internacionalmente aceptados. Apenas se necesitaba la persuasión para convencer, pues todos sabían lo que significaba respetar el Estado de derecho y las ventajas de hacerlo. Pero con mucha frecuencia su comportamiento no reflejaba ese conocimiento. De hecho, sabemos muy poco sobre por qué y cómo es que los servidores públicos cambian de parecer frente a las normas. Los académicos no brindan un argumento convincente —¿cómo sabemos si los actores se convencieron al oír lo que decían otros? (Johnston, 2001: 493).

			Cuando se enfrentaron a retos por parte de las IRs, tanto las entidades ambientales como las laborales reaccionaron estratégicamente. Respondieron a las presiones mediante retrasos o evasión de responsabilidades, así como negando errores.11 Pero finalmente las entidades ambientales atravesaron un proceso de adaptación normativa en el que los actores “internalizaron activa y reflexivamente nuevos enfoques sobre lo que es apropiado” (Checkel, 2005: 812). Están mucho más adelantados en el camino hacia el comportamiento conforme a la ley (Risse y Sikkink, 1999). Las entidades ambientales están más dispuestas a involucrarse en discusiones, tratar de corregir errores, compensar, disculparse y llevar a cabo actividades propias de un régimen que respeta las normas que afirma defender. Actúan para corregir el comportamiento inapropiado. Las palabras empiezan a concordar con los hechos.

			¿Entonces por qué vemos mayor cambio de actitud en las entidades ambientales que en las laborales? La respuesta radica en las variaciones en el diseño y la capacidad institucional. Esto influye en la asimilación de normas porque presentan mecanismos de socialización (i.e., persuasión y descrédito) más o menos efectivos. Hay dos variaciones clave. La primera es el diseño de la institución del acuerdo paralelo: 1) su relativa independencia frente al control del Estado miembro y 2) el acceso y estándares asignados a las OSC y otros grupos de la sociedad civil. La segunda es la profesionalización y la creación de capacidades de las élites nacionales —tanto en los organismos como en la sociedad civil. La profesionalización se modifica, a su vez, por la apertura institucional hacia influencias externas y por el nivel de movilidad de los servidores públicos y los activistas de OSC en los puestos de trabajo.

			Para tener una idea más clara de este asunto, expongo cómo se espera que operen las diferencias en el diseño y la capacidad, recurriendo a trabajos académicos de una gama de disciplinas para mostrar que mi marco es una extensión lógica de hallazgos existentes. La lección más importante para los diseñadores de IRs es que la transferencia de normas tiene éxito cuando las IRs involucran a grupos de la sociedad civil, cuando tales grupos tienen una pericia técnica que les permite participar como iguales en discusiones técnicas y cuando los servidores públicos nacionales y las IRs son relativamente independientes del control del Estado miembro. Para decirlo burdamente, lo que importa no es el poder o el dinero, sino la inclusión, la profesionalización y la independencia.

			 

			Independencia de las instituciones regionales

			 

			La independencia aumenta la capacidad de las IRs para presionar a los gobiernos por tres razones. La primera es que tiene mayor ca­pacidad para establecer una agenda de inspecciones, reportes y supervisión independiente de las preferencias de los jefes de los Estados miembro. La segunda razón es que su actividad es por definición más neutral frente al control nacional, lo que reduce el impacto de un conflicto nacional. Todos los Estados miembro alientan a los servidores públicos a trabajar en la IR. Tal como los sistemas internos de justicia, que parecen más justos y legítimos cuando la configuración social está plenamente representada en las instituciones, las IRs desnacionalizan la supervisión del cumplimiento cuando incluyen a representantes de cada parte. La tercera razón es que reducen las variaciones en la supervisión que se debían a los altibajos en el apoyo político originados por los cambios en la composición política de los gobiernos. Los gobiernos que apoyan menos las inspecciones no son capaces de bloquearlas si las autoridades inspectoras son independientes.

			Así, las IRs independientes brindan continuidad en la determinación de la agenda, los planes de trabajo, las estrategias y otras tareas que no están ligadas a los ciclos políticos, como las elecciones, ni sujetas a la buena voluntad. Despolitizan la difusión de las normas porque son más capaces de resistir el poder nacionalista de las políticas y los cambios ideológicos en los gobiernos de los Estados miembro, dos cosas que pueden minar la continuidad de las investigaciones. Las IRs legalizadas, como las cortes y tribunales transnacionales, reducen el poder del Estado frente a las OSC transnacionales (Goldstein et al., 2000). Dan mayor margen a los acto­res no estatales para determinar la agenda independientemente del control de los Estados miembro (Keohane et al., 2000: 458). Los procesos de legalización de las normas y los estándares de profesionalización vuelven menos probable la toma de decisiones arbitraria. La independencia judicial significa que las autoridades deben justificar el ejercicio del poder “frente a normas publicadas, uniformes y estables” (Finn, 2004: 15). Inferir que tal ejercicio es abierto, consistente (usando precedentes) y basado en principios legales conocidos es la base de la contribución judicial al Estado de derecho. A través del diálogo los Estados caen en sus propias trampas, justifican sus transgresiones y al final son descubiertos en una red con cuyas normas se comprometieron y que están violando (Risse y Sikkink, 1999: 28). 

			Las instituciones regionales también brindan información. Los poderes de determinar hechos y de reportar son importantes porque llevan argumentos legales y técnicos al dominio público. Logran que la retórica se yuxtaponga a la práctica. No obstante, dicho en términos neutrales y legales, estos reportes pueden ser un tanto incriminatorios. El poder de la información no está relacionado necesariamente con la independencia —IRs con relativamente baja autonomía frente a los jefes de los Estados miembro aún pueden tener poderes para determinar hechos y reportarlos. Sin embargo, el impacto de la determinación de hechos y del reporte tiende a ser mayor si la IR tiene independencia relativa frente a los jefes de los Estados miembro ya que así es más probable que los poderes políticos le reconozcan su autoridad e integridad.

			Así, las IRs independientes aumentan el impacto de los mensajes pronormativos porque los Estados miembro tienen menor capacidad de interferir en sus determinaciones de hechos y reportes que en los de las organizaciones internacionales sin independencia. Es más probable que haya continuidad. Las IRs independientes establecen y siguen criterios establecidos para las investigaciones. Además, éstas son menos proclives a sensibilidades nacionalistas y a variaciones ideológicas en el apoyo de los Estados miembro. Hay mayor consistencia, certeza y claridad sobre acciones probables, y esto brinda mayor certeza a las OSC al llevar casos. Reducen el sen­tido de intromisión de los poderes políticos (Pevehouse, 2002: 523).

			 

			Acceso y presencia en Instituciones Regionales

			 

			Los intereses nacionales generan presiones de cumplimiento porque hay ganadores y perdedores cuando un gobierno cumple con un acuerdo internacional (Dai, 2005). Una alianza con una organización internacional puede representar un recurso significativo para estos intereses, especialmente en Estados autoritarios. Un estudio clásico sobre redes transnacionales de defensa (RTD) mostró cómo las estructuras cerradas de oportunidad política nacionales obligan a los grupos en defensa de derechos a buscar aliados fuera del sistema gubernamental (Keck y Sikkink, 1998; sobre el acuerdo paralelo laboral como estructura de oportunidad política véase Kay, 2011). Los intereses nacionales adquieren impulso a través de la construcción de coaliciones externas, uniendo OSC, gobiernos ex­ternos y organizaciones internacionales en una red de ideas y normas compartidas. Las  RTDs pueden responsabilizar al gobierno al poner la información a disponibilidad pública.

			Cuando las IRs son estructuras de oportunidad política, pueden lograr un importante efecto rebote al amplificar el mensaje que las  RTDs buscan transmitir (Keohane et al., 2000; Kay, 2005; Graubart, 2005). Pero la efectividad de las IRs depende de sus característi­cas. Algunas dan a los activistas oportunidad para determinar agendas, escrutar a los Estados miembro y presentar quejas; brindan participación institucionalizada por parte de activistas de la sociedad civil; representan un foro para escuchar las quejas de los activistas que eleva su importancia dentro del país de origen, pues la aceptación de una queja significa que expertos de fuera toman en serio sus reclamos. Hay una diferencia crucial entre los acuerdos paralelos am­biental y laboral. El primero da presencia permanente a las OSC en los comités o grupos de trabajo. La presencia perma­nente atrapa a los grupos en el proceso; aumenta su compromiso con la institución y su trabajo de supervisión, investigación y creación de capacidades. Es menos probable que abandonen la institución si no están contentos con un hecho o juicio —su compromiso les ayuda a sobrellevar la decepción. Aunque se podrán quejar de la falta de progreso, su involucramiento hace más difícil que los Estados miembro retiren sus compromisos frente al escrutinio de los activistas; refuerza su capacidad para demandar un cambio de comportamiento a los Estados.

			Así, el acceso denota los medios formales para presentar quejas en las IRs, y la presencia se refiere a la participación institucional permanente en los comités u otras estructuras. Otorgar acceso y permanencia a la sociedad civil le da también incentivos para movilizar y legitimar sus demandas (Keohane et al., 2000: 481). Per­mite a las OSC contribuir en la determinación de la agenda, en la solución de problemas, así como comunicarse con la secretaría permanente y con los jefes de los Estados miembro sobre prioridades institucionales. Las organizaciones de la sociedad civil ponen en servicio dentro de las IRs sus capacidades específicas y en desarrollo; influyen en la determinación de la agenda y los agentes de la IR las toman en serio. Construyen su propia experiencia legal y técnica mediante este proceso: aprenden a usar el proceso legal, trabajan con otras OSC para hacer denuncias, compilan información y soli­citan investigaciones. Son más capaces de comunicarse en términos científicos y racionales, así aumentan la probabilidad de tener un impacto en los servidores públicos de su país.

			Tener acceso y permanencia en la IR también aumenta su legitimidad y credibilidad en la arena política nacional: como son tomados en serio por una IR y sus argumentos se escuchan fuera de la arena nacional, es más difícil marginarlos en los debates internos. La credibilidad realza la efectividad de un mensaje (Zimbardo y Ebbesen, 1969: 48-49). También se afecta positivamente la credibilidad cuando los empleados de la OSC obtienen puestos de autoridad de cierta duración dentro de la IR. De esta forma se legitiman los derechos transnacionales (Kay, 2005), y la legitimidad afecta a su vez el cumplimiento (Cialdini y Trost, 1998: 170). El impulso sobre la credibilidad y la legitimidad de las OSC es visible especialmente en Estados en desarrollo y en transición (Reimann, 2006: 62). El acceso de las organizaciones de la sociedad civil a las organizaciones internacio­nales “a menudo ha remodelado el contexto político interno para las OSC y apoyado su crecimiento mediante la expansión de la [estruc­tura de oportunidad política] a nivel nacional” (Reimann, 2006: 58). 



			Profesionalización y creación de capacidades

			 

			Incluso con el apoyo de las IRs independientes en la legitimidad y credibilidad de los activistas nacionales, no podemos estar seguros de que estos activistas tengan un impacto en sus países sin saber más sobre las características de los actores internos. Es difícil imaginar que la socialización logre tener efecto sobre un ministerio en conjunto, mucho menos sobre un país, sin algún tipo de proceso de socialización presente por parte de los individuos responsables de la toma de decisiones. Pero no sabemos bien cómo ocurre este proceso. Como mencioné antes, se ha tomado a los Estados como “unidades generalizadas” sujetas a cambios e influencias macro (Johnston, 2005: 1014). Necesitamos conocer mejor el nivel micro para determinar desde el nivel de análisis individual quién se socializa, y cómo y qué se requiere antes de alcanzar un punto crítico que marque el inicio de un nuevo estándar normativo en un ministerio u otra organización.12

			Una rica y vasta literatura sobre tecnócratas (en México y otros lados) nos ayuda a empezar con este asunto. La influencia de los tecnócratas en la política mexicana empezó tan pronto como el porfiriato, a finales del siglo XIX y principios del XX, y la tradición de estudiar su impacto se remonta al menos a la década de 1960 (Vernon, 1964; Domínguez, 1996). ¿Quiénes son los tecnócratas y qué los motiva? Bajo Carlos Salinas tendían a haberse educado fuera de México, ser versados en economía neoliberal y capaces de entender el lenguaje de los mercados (Centeno, 1997). Los estudios hasta fines de los noventa encontraron cambios en las características de las élites; las generaciones jóvenes están más involucradas en planeación y finanzas, son más proclives a estudiar fuera y a haber estudiado economía y administración en lugar de humanidades (Centeno y Maxfield, 1992; también Camp, 2002).

			Aunque el ascenso de los tecnócratas se explique por la necesidad de responder a la crisis económica, los tecnócratas también estaban politizados a través de sus conexiones con el partido y el presidente (Centeno y Maxfield, 1992; Grindle, 1977). De hecho, no sólo se designaba a los tecnócratas por razones políticas, como el clientelismo, sino que también ellos capturaban políticos y se politizaban ellos mismos. La distinción entre tecnócrata y político era menor de lo que parecía en teoría. Las ráfagas periódicas de tecnocracia no garantizaron una gobernanza adecuada; sino nada más que las élites tuvieran mayor control. La tecnocracia no protegió a México de los que buscaban ingresos ni de los que burlaban las leyes. Una formación especializada en estudios superiores no condujo necesariamente a puestos despolitizados o a actividades de trabajo ajenas a la influencia política.

			Los estudios tecnocráticos en México carecen de tres cosas: 1) no incluyen estudios sobre grupos de la sociedad civil, 2) tienden a buscar posiciones tecnocráticas en planeación y políticas más que en la observancia de la ley u otros aspectos de gobernabilidad, y 3) no consideran el papel de los actores externos en la formación de las funciones y comportamientos de los tecnócratas. Los servidores públicos de élite y bien preparados administran y planean, pero la calidad de la gobernanza (como el Estado de derecho, la participación pública y la transparencia) se modifica con la profesionalización. Educación y preparación son parte de la profesionalización, pero también, entender y respetar la ley son aspectos cruciales pues reducen la probabilidad de que los intereses especiales capturen a las élites políticas y extraigan rentas.

			Hallazgos a través de una gama de disciplinas, desde la Psicología Social hasta el Derecho y la Sociología organizacional, señalan la importancia de la profesionalización. La profesionalización puede conducir al cambio de comportamiento, incluyendo niveles más altos de consciencia de las obligaciones morales y de las consecuencias del comportamiento antisocial (De Groot y Steg, 2009). La asignación de responsabilidades puede traducirse en presiones para el cambio al identificar las prácticas particulares, lo que resuelve fallas normativas de manera eficiente. Las ganancias en eficiencia permiten que las normas se asimilen más fácilmente (Strang y Meyer, 1993). Las ideas de eficiencia, justicia y progreso ayudan a impulsar la difusión de las normas porque están vinculadas con la modernidad. La similitud —o los enfoques culturales de características sociales compartidas— también conduce a una más rápida difusión de normas entre individuos (Strang y Meyer, 1993: 491). Las configuraciones internas en las entidades nacionales pueden facilitar el entendimiento y la persuasión. Ahí en donde los intereses de servidores públicos y sociedad civil compartan un profesionalismo tecnocrático, se reducirán las pérdidas potenciales asociadas con el cambio normativo (Farrell, 2001: 72; Meyer y Rowan, 1983). 

			Las investigaciones de Psicología Social también muestran la importancia de la experiencia para la socialización normativa. Ahí en donde los argumentos son técnicos y complejos, y cuando a quienes van dirigidos no tienen experiencia en la materia, se pueden usar atajos heurísticos para encontrar entradas, tales como el consenso (si todos los demás están de acuerdo, probablemente sea correcto) y la experiencia (se puede confiar en los expertos). La persuasión es más fácil cuando las fuentes tienen credibilidad (Fiske, 2004: 524-525; Latané, citado en Cialdini y Trost, 1998). Por lo tanto, una vez que las OSC nacionales han reconocido la experiencia técnica y el consenso, es más probable que se les facilite promover normas porque los costos de transacción de evaluar y aceptar argumentos disminuyen, facilitando así la persuasión de las burocracias. Su habilidad para elevar la conciencia y comunicarse en calidad de iguales se intensifica.

			Los actores que se profesionalizan aprenden a usar instrumentos legales, como evaluación de impacto y procedimientos de apelación. Aprenden a usar fuentes de información, como internet y las reglas de libertad de información. Se transfieren lecciones cognitivas (Hall, 1993), lo que conduce a acuerdos consensuales entre comunidades y redes epistémicas.13 Cuando las cabezas de las OSC hablan el mismo idioma científico y legal que las burocracias a las que buscan persuadir, sus influencias aumentan. La preparación, el establecimiento de estándares, bibliografía profesional y redes sociales ayudan a sintonizar las expectativas, objetivos y valores de los profesionales (Farrel, 2001: 72). Se crean comunidades epistémicas, normas compartidas, creencias causales, ideas de validez y una serie de prácticas políticas comunes (Haas, 1992). Ahí en donde se da este escenario, los tecnócratas ganan influencia relativa con respecto a los líderes políticos (Legro, 1997: 37). 

			Pero la profesionalización incrementa tanto la legitimidad como la influencia. Los funcionarios con formación en métodos legales ganan empoderamiento porque son capaces de discutir con razonamientos legales, que el difunto académico en materia legal, Thomas Franck, define como “las demandas de consistencia, coherencia y adherencia, basadas en la legitimidad” (citado en Keohane et al., 2000: 487). Los procesos legalizados llevan al país infractor a explicar su comportamiento y a conceder legitimidad a los peticionarios. El hecho de aceptar una petición es señal de que ésta lo amerita y se inicia una discusión con base en principios legales. El Estado miembro acusado debe justificar sus prácticas ante un tribunal internacional. También puede servir como referente para revisiones futuras.

			 

			El poder legitimador de la ley se deriva del discurso y proceso legales. El discurso legal es la comunicación según un conjunto de ideas. Los participantes justifican su comportamiento y proponen resoluciones con base en nociones aceptadas sobre un comportamiento apropiado y no en intereses personales o necesidades funcionales. Los participantes formulan sus argumentos a través de términos de referencia del tratado, invocando autoridades legales y razonando mediante cautas analogías con otros principios y patrones concretos. El proceso legal consiste en el foro y los procedimientos para la mediación del discurso legal. En el ámbito internacional, es probable que el proceso legal se desarrolle en un escenario administrativo o cuasi judicial. El proceso incluye la revisión de los argumentos legales en disputa, la recopilación de evidencia, la conducción de investigaciones y la exposición de hallazgos o recomendaciones. El efecto del proceso legal es guiar la atención hacia las disputas normativas y construir autoridad para las resoluciones con bases normativas. (Graubart, 2005: 104)



			La exposición ante nuevas ideas y perspectivas derivadas de tradiciones que no están asociadas con las antiguas perspectivas nacionalistas y prodesarrollo resulta en actitudes más conducentes hacia el Estado de derecho. El personal de la sociedad civil adquiere más aptitudes en ciencia o derecho a medida en que se capacita en programas de educación y formación; y esos mismos individuos forman luego a otras personas de la sociedad civil. Son capaces de comunicarse con los tecnócratas federales e internacionales de manera más efectiva que los activistas de la calle y las élites más viejas y sin formación. 

			Un ejemplo de lo que puede salir mal cuando la profesionalización no inspira a las entidades se hará evidente cuando lleguemos, más tarde en este libro, a la discusión sobre las políticas laborales en México. Ahí, confederaciones laborales poderosas, funcionarios públicos corruptos y negocios locales imponen decisiones arbitrarias e injustas dentro de las entidades laborales federales y estatales, cuyo papel es ostensiblemente neutral. Su conducta demasiado sesgada y poco profesional es tan ampliamente conocida entre activistas, abogados, sindicatos, académicos y otros, que es imposible encontrar un punto de vista alternativo.14 Formación precaria, bajos niveles de educación y falta de familiaridad con la ley son problemas muy extendidos. En la Confederación de Trabajadores de México ( CTM), la principal confederación sindical que representa básicamente a cerca del 90 por ciento de los trabajadores mexicanos sindicalizados, no fue sino hasta 2005 que se designó a un líder con tan alto nivel de estudios, de grado universitario. El resultado han sido relaciones corruptas, clientelistas y decisiones arbitrarias.

			 

			Otros factores que contribuyen: movilidad, liderazgo, permeabilidad institucional, federalismo

			 

			La movilidad del personal contribuye a la creación de capacidades y a la profesionalización. La movilidad interna de gente preparada y profesional de las OSC hacia las burocracias facilita la sociali­zación normativa, pues el respeto por los procesos de toma de de­cisiones (la santidad de la ley y de la validez procedimental) se acentúa mediante la integración de intereses bien preparados con burocracias bien preparadas. Como en una inoculación, se puede inyectar la norma del Estado de derecho en los ministerios mediante el contacto cercano con OSC. Comparten valores y experiencias y son capaces de intercambiar prácticas de calidad. No es fácil estar seguros de la dirección causal, pero al menos, para el gobierno es más difícil retroceder en compromisos o ignorar el Estado de de­recho en la toma de decisiones si cuenta con personal que antes se dedicaba a causas de defensa. La capacitación y los cambios de posiciones esparcen (o ayudan a fijar) las normas de buena gobernanza. Esto no significa que las decisiones que toman las autoridades públicas agraden necesariamente a las OSC que trabajan con ellas. Pero sí vuelve más probable que se sigan las reglas para tomar decisiones y que decaigan las prácticas arbitrarias o corruptas que favorecen a intereses acotados.

			La noción de que la proximidad lleva a la persuasión también tiene raíces teóricas en la Psicología Social y en la Sociología (Cialdini y Trost, 1998: 164; Strang y Meyer, 1993; en aplicaciones de RI véase Farrel, 2001). Investigaciones empíricas en innovación militar sugieren que los empresarios más cercanos al liderazgo del grupo meta serán más efectivas (Farrell, 2001: 83). Las redes sociales son necesarias para los mecanismos de trasplantación —movilización política (a través de RTDs) y aprendizaje social (a través de comunidades epistémicas) (Farrell, 2001: 80). 

			Los procesos de contratación meritocráticos aseguran que el nivel de la capacidad y de la experiencia aumente constantemente. Los cargos públicos en Latinoamérica tienen reputación de presentar un clientelismo persistente en el reclutamiento, a pesar de las reformas que se proponen privilegiar y dar prioridad al mérito. El clientelismo puede llevar a la aplicación arbitraria de la ley, y sus designados sirven a los intereses de los amos políticos o a los intereses especiales poderosos por encima de un bien público más amplio. Moverse hacia un sistema de reclutamiento basado en el mérito puede elevar “la estabilidad, el profesionalismo y la experiencia en las dependencias públicas” (Grindle, 2010: 2; Evans y Rauch, 1999). Los sistemas de mérito están basados en evaluaciones de educación u otras medidas, permiten la progresión en la carrera basada en las credenciales y la experiencia, e implican un cierto grado de seguridad de permanencia en el cargo (Grindle, 2010: 4). A la inversa, la práctica de desechar a los servidores públicos de alto nivel después de las elecciones puede conducir a la pérdida de personal bien preparado. Despolitizar estas posiciones y crear trayectorias de carrera para los servidores públicos de alto mando mantendría los beneficios de la creación de capacidades dentro de los ministerios.

			La movilidad, a su vez, se facilita a través de dos factores adicionales. Uno es el liderazgo. Para ser efectivos, los ministerios deben escuchar continuamente a los individuos y grupos externos. Los líderes pueden facilitar el diálogo, urgir al ministerio a tener los oídos abiertos, invitar a los externos a participar, elevar la conciencia y hacer posible el discurso. Es más probable que se suceda una reforma en las organizaciones donde los líderes deciden avanzar hacia el respeto del Estado de derecho y designar a personas externas comprometidas. Veremos un ejemplo de esto en una entidad laboral local en el capítulo III. El segundo factor es institucional. La socialización depende del nivel de permeabilidad de las instituciones nacionales —es más probable que las instituciones estén abiertas hacia la influencia externa si son relativamente nuevas o están en expansión. Si ya están establecidas y son estables, es más probable que los intereses económicos capturen a los funcionarios públicos y que éstos se sigan resistiendo a normas nuevas que alteren los patrones de privilegio establecidos.


		
			Cuadro I.1. Características de la profesionalización y la permeabilidad

			
			[image: cuadro1]
			

		

		
			El cuadro I.1 muestra la intersección entre profesionalización y permeabilidad institucional. Si la profesionalización es alta, los funcionarios tienen capacidades técnicas en términos de conocimiento de leyes y regulaciones, métodos de aplicación, rectificación y otros aspectos. Si la movilidad es alta, es más probable que haya mayores oportunidades de interactuar y comunicarse. Altos niveles de profesionalización combinados con altos niveles de comunicación conducirán a mayores consensos sobre estándares de debido proceso, aplicación correcta de la ley y otros aspectos de ejecución.

			Finalmente, la separación entre los diferentes niveles de gobierno también es un factor. Los titulares de las jurisdicciones locales pueden aislar a sus localidades de la influencia de la política nacional a través del “control de la frontera” (Gibson, 2005). El control de la frontera protege al autoritarismo local cuando los que están en el poder pueden aislarse de las autoridades nacionales. Por ejemplo, aunque México construyó una imagen internacional de sí mismo como Estado liberal bajo la administración de Fox, los políticos locales del estado de Chihuahua continuaron con su enfoque opresor y autoritario frente a los oponentes que habían formado una red de activistas en torno a los asesinatos de Ciudad Juárez (Aiken, 2010). Les fue difícil a los funcionarios federales rechazar las presiones para involucrarse abiertamente con los ciudadanos implicados en Juárez, pero también transfirieron culpa al gobierno estatal diciendo que tenía responsabilidad constitucional por ocuparse de los asesinatos. Por lo tanto, si los funcionarios federales tienen responsabilidad por acciones a nivel estatal, y las autoridades estatales actúan en contra de las normas de buena gobernanza, puede ser más difícil promover un cambio normativo. Si los funcionarios federales se pueden distanciar alegando (legítimamente) que los funcionarios estatales tienen responsabilidad en cierta área, el cambio normativo a nivel federal será más fácil.



			 

			Retos metodológicos

			 

			¿Cómo predecimos cuando los funcionarios de gobierno van a responder a demandas externas como el ACAAN y el ACLAN aceptando el mensaje e internalizando nuevas normas? ¿Cuándo se da el punto crítico en el que podemos decir que el ministerio se ha socializado? Estas son preguntas difíciles pero importantes tanto para la teoría del desarrollo como para ayudarnos a diseñar IRs benéficas para los Estados en desarrollo.

			Hay varios retos metodológicos para este estudio. El primero es que necesitamos estar seguros de que los sectores son comparables. Dadas las profundas diferencias entre las políticas laborales y ambientales mexicanas, ¿pueden ser comparados? Yo sostengo que sí al menos por dos razones: primero, en ambas entidades, los funcionarios mexicanos originalmente rechazaron las presiones de reforma. Se resistió al escrutinio por razones de soberanía (México no quería interferencia de entidades de EUA ni del TLCAN) y porque el gobierno federal quería conservar poderes discrecionales para aplicar la ley de manera arbitraria, libre de la supervisión de tribunales o entidades de información nacionales (sobre todo para es­timular la inversión externa). Segundo, ambos conjuntos de entidades compartían una preferencia original (pre TLCAN) por grupos cooptados de la sociedad civil sobre grupos críticos e independientes. Intentaron comprar o intimidar a los grupos que no les daban su apoyo y promovieron activamente a los grupos que apoyaban al gobierno.

			Similitudes como éstas nos permiten descartar varios factores causales potenciales y ser más precisos al determinar la causalidad probable. Además, los tiempos y lógicas de estos dos acuerdos paralelos también son los mismos. Ambos entraron en vigor con el propio TLCAN y se negociaron por la insistencia de Estados Unidos, que temía que las condiciones ambientales y laborales precarias de México estimularan la migración de inversión hacia allá. Al principio México reaccionó negativamente frente a ambos acuerdos paralelos. Cada uno tenía como propósito central la exigencia de que los Estados miembro respetaran y ejercieran sus leyes existentes, y cada uno incluía sanciones por incumplimiento. La lógica del Estado de derecho era vulnerable en ambos casos frente a otra lógica imperante —la del desarrollo— en la que se toleraban los abusos a los derechos laborales o los proyectos ambientalmente perjudiciales (a pesar de que violaban exigencias legales) porque estimulaban la inversión y creaban empleo. 

			Otro reto es determinar si cualquier cambio observado es atribuible a las instituciones del TLCAN y no a otra causa, como las respuestas a las crisis internas o las presiones externas de fuentes ajenas al TLCAN. Por ejemplo, como parte de la transición democrática, se promulgó en 2002 una ley de transparencia. En 2007 el Congreso extendió la ley a todos los niveles de gobierno —federal, estatal y municipal.15 Esta ley tuvo impacto en la responsabilidad del gobierno. Es crítico conocer el alcance del impacto (y ser capaces de disociarlo del que hayan causado las instituciones del TLCAN). Finalmente, es importante poder determinar con la mayor precisión posible cuándo es que se internalizan nuevas creencias y normas, qué mecanismos son los responsables de tal cambio y bajo qué condiciones esto fue posible.

			Así, comparar estos dos acuerdos paralelos es una forma de superar los retos metodológicos porque muchas variables potencialmente importantes permanecen constantes. México no tuvo una preferencia (o compromiso) a priori por ninguno de los dos acuerdos paralelos —vio a ambos como interferencias en su soberanía nacional y como una imposición arrogante de último minuto por parte de Estados Unidos. Tampoco tenía un mejor marco legal en alguno de los dos sectores porque tanto la ley laboral como la ambiental en México estaban en pie cuando empezó el TLCAN.16

			Diseñar una prueba válida de la que se puedan sacar inferencias causales es un reto. Con sólo dos casos por delante, hay poco espacio para la variación de la variable dependiente, y eso hace más difícil sacar conclusiones definitivas. Afortunadamente, controlar muchas otras variables independientes potencialmente significativas ayuda a superar esta limitación. Otro reto metodológico es que hay pocas oportunidades para cuantificar datos. Sin un sondeo exhaustivo entre los funcionarios ministeriales (algo difícil de imaginar, especialmente en la secretaría del trabajo), tal como el que se hizo en la Comisión Europea (Hooghe, 2005), no podemos estar seguros de cómo la membresía al TLCAN altera su opinión.
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